
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA._
PLENO.- Panamá, trece (13)

de septiembre de mil novecientos noventa (1990).

V 1 S T O S:

de inconstitucionalidad Contra las resoluciones de la Junta

El licenciado JOSE DE JESUS GONDOLA interpuso

recurso

Directiva de la Asamblea
Legislativa No.l-D, de 25 de

febrero de 1988, mediante la cual se convocó al Pleno de

dicho Organo del Estado para sesiones
jUdiciales; laResolución NO.l, de 26 de febrero de 1988, mediante la cual

la RepÚblica, a los señores ERIC ARTURO DELVALLE y RODERICK

se destituyó de sus cargos al Presidente y

Vicepresidente de

ESQUIVEL, Y contra la Resolución
No.14, de 26 de febrero de

1988, mediante el cual el Consejo óe Gabinete eligió al

señor MANUEL SOLIS PALMA enCargaáo de la Presidencia y la

Ejecutivo.

subsecuente juramentación del cargo de Jefe del Organo

la Corte a examinar el problema
constitucional planteado.

Surtidos los trámites
procesales correspondientes, pasa

Alega el recurrente que la Asamblea
Legislativa debiócelebrar un jUicio para pOder destituir al Presidente y Vice

-presidente de la República,
que dicha Asamblea no podía

artículos 154 Y 184 del texto
constitucional. Considera el

sesiones ordinarias y, por tanto, no poeSía aplicar los

enjuiciar al Presidente y
Vicepresióente fuera de sus

recurrente que los actos atacados violan los artIculos 32,

143, 154 y 184 de la Constitución l~acional. Así, de esta

manera escueta, explicó el demandante, el concepto de la



infracción de los artículos constitucionales que estima

violados por las resoluciones de la Asamblea Legislativa y

por el Consejo de Gabinete.

El señor Procurador General de la Nación de esa época,

Lcdo. CARLOS AUGUSTO VILLALAZ B., sostuvo, "acerca de la

supuesta infracción del artículo 32 de. la Constitución

Nacional, lo siguiente:

"El Artículo 32 de la Carta
Fundamental del estado panameño
constituye, sin temor a equivocar-
nos, 10 que se ha querido denominar
la garantía constitucional del de-
bido proceso legal, que puede ser-
definida como u...una institución
instrumental en virtud de la cual
debe asegurarse a las partes en to-
do proceso-legalmente establecido y
que se desarrolle sin dilaciones in-
justificadas - oportunidad razona-
ble de ser oídas por un tribunal
competente, predeterminado por la
ley, independiente e imparcial, de
pronunciarse respecto de las preten-
siones y manifestaciones de la par-
te contraria, de aportar pruebas lí-
citas relacionadas con el objeto del
proceso y de contradecir las aporta-
das por la contraparte, de hacer uso
de los medios de impugnación consa-
grados por la ley contra las resolu-
ciones motivadas y conformes a Dere-
cho de tal manera que las personas
pUedan defender efectivamente sus de-
rechos". (HOYOS, Arturo; La Garan-
tía Constitucional del Debido Pro-
ceso Legal, en Revista "Lex, Re-
vista del Colegio Nacional De Aboga-
dos de Panamá, Editorial Texto, Ltda.,
San José, Costa Rica, enero-junio
1986, Tercera Lpoca, No.2. págs. 65-
86).

De esta guisa, el Artículo 32
de la Constitución Nacional ~onsagra
tres axiomas fundamentales, venidos
de la Escuela Clásic~, principios
que pueóen ser expuestos, así.

'a) ~ádie puede ser juzga-
do sino por tribunal compe-
tente. Esto es: sólo los
tribunales creados por la
Ley pueden juzgar y Gpli-
car la Ley penal óen~ro
del ámbito óe sus atribu-
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ciones ("Nemo judex sine
lege").
b) Nadie puede ser juzgado
sino mediante los trámites
legales previamente esta-
blecidos, que se concreta
en el aforismo latino "Nu-
lla poena sine judice le-
gali". O sea, que no se
puede penar sino por medio
de los procedimientos le-
gales establecidos para el
juicio penal.
c) Nadie puede ser juzga-
do más de una vez por la
misma causa penal, polici-
va o disciplinaria, sinte-
tizado en la máxima "Non
bis in idem" (BENAVIDES P.,
Víctor L.: El Principio
del Debido Proceso en el
Sistema Constitucional Pa-
nameño, en Estudios de
Derecho Constitucional Pa-
nameño, de Jorge Fábrega
P., Editora Jurídica Pana-
meña, Panamá, 1987, pág.
421).

Empero, aun cuando la aludida
norma constitucional consagra garan-
tías fundamentales que gUardan rela-
ción con el Derecho Procesal Penal,
debemos puntualizar que esa tesis
de carácter, diríamos restrictiva,
sostenida por la Corte Suprema óe
Justicia, fue abandonada para darle
cabida a una concepción mucho más
amplia, en el sentido de que las ga-
rantías contenidas en la referida
disposición son extensivas a todos
los juicios, cualquiera que fuere
su naturaleza (penal, civil, labo-
ral, contencioso-administrativo,
etc.).

Ahora bien, y en lo que se re-
fiere a la controversia jurídico-
constitucional que es objeto óe aná-
lisis en estos instantes, está Pro-
curaouría lamenta no compartir la
tesis que pretende esgrimir la par-
te recurrente, toda vez que los ac-
tos tachaóos de inconstitucionales
no lo son. Veamos el por qué de este
asunto".

y sigue explicanóo el señor Procurador General óe la
Nación, en una extensa vista, por qué las resoluciones

recurridas no son, su juicio, inconstituc¡Onáles,
r~firiénóose Q qUE no ~e vlolaú los articulos 1~6, 154

Y 16~



de la Constitución, pero sin añadir ninguna explicación

sobre la ya expresada violación del artículo 32 de la

Constitución Nacional.

Expuesto los argumentos que anteceden, entra la Corte a

pronunciarse sobre el fondo de la demanda instaurada.

El artículo 32 de la Constitución. Nacional, c;¡uese

invoca como violado, establece c;¡ue"Nadie será juzgado sino

por autoridad competente y conforme a los trámites legales,

ni más de una vez por la misma causa penal, policiva o

disciplinaria". El artículo 154 de la Constitución Nacional

le atribuye a la Asamblea Legislativa la competencia para

conocer de las acusaciones o denuncias c;¡uese presenten

contra el Presidente de la República y juzgar10, si a ello

hubiese lugar, por actos ejecutados en el ejercicio de sus

público o violatorio de la constitución o las Leyes. El

funciones en perjuicio del libre
funcionamiento óe1 poder

articulo 186 de la Constitución
establece en qué casos sólo

son responsables el Presidente y los Vicepresidente de la

República, y establece que lo son por:

"l. Por extralimitación de sus fun-
ciones constitucionales.
2. Por actos de violencia o coac-
ción en el curso del proceso elec-
toral; por impedir la reunión de
la Asamblea Lesis1ativa; por obsta-
culizar el ejercicio de las funcio-
nes de ésta o de los demás organis-
mos o autoridades públicas que es-
tablece la Constitución.
3. Por delitos contra la persona-
lidad internacional del Estado o
contra la administración

pública.En los dos primeros casos, la pena
será de destitución y de inhabili-
tac~ón paro ejercer cargo público
por el término c;¡ue fije la Ley.
En el tercer caso, se aplicará el
derecho cornún~ (el subrayaóo es
nuest.rc).



de la Constitución y por las

vigentes. Corno se aprecia, los

de la Ley 49 de 1984 se liDdtan a

Y, por último, el artículo 146 de la Constitución

establece Que las sesiones judiciales oe la Asamblea sólo

terminarán cuando la Asamblea hubiese fallado la causa

pendiente y Que, para ejercer funciones jurisdiccionales, la

Asamblea Legislativa podrá reunirse por derecho propio, sin

previa convocatoria.

Los artículos constitucionales citados expresan el

marco en Que deben desenvolverse las acusaciones y denuncias

que se presenten contra el Presidente de la República y su

juzgamiento, si a ello hubiere lugar.

Examinemos ahora el marco legal, Que se establece para

las acusaciones o denuncias ante la Asamblea Legislativa, y

la instrucción y sustanciación correspondientes.

Los artículos 191 a 193 de la Ley 49, de 4 de diciembre

de 1984, que constituye el Reglamento Orgánico del Régimen

Interno de la Asamblea Legislativa, expresan que la Cámara

podrá reunirse, por derecho propio sin previa convocatoria,

para conocer las acusacionés o denuncias a los tuncionarios

que ordena el artículo 154 de la Carta Magna, en la forma

c;ue lo establece el artículo 146 de la Constitución. Que

las sesiones se podrán celebrar en cualquier tiempo, que

dichas acusaciones o denuncias se regirán por lo dispuesto

en el artículo 154

disposiciones legales

artículos 191 a 193,

repetir 10 establecido en los artículos constitucionales.

sobre la materia, remitiendo el articulo 193 de la Ley 49 de

1984 él las demás disposiciones legales vigentes. La

regulacion vigente sobre este tenlC est& ser.alaoc en los

értículos 2482 al 2~~5 ¿el Có=igo Ju¿iciél.



El artículo 2482 dispone ~ue toco ciudadano puede

acusar o denunciar ante la Asamblea Legislativa, al

Presidente de la República, para que lo juzgue, si a ello

hubiere lugar, por actos ejecutados en el ejercicio de sus

funciones en perjuicio del libre funcionamiento del poder

público o violación de la Constitución o .las leyes.

El acusador o el denunciante debe presentar la prueba

del hecho, sin lo cual no será admitida la denuncia.

De acuerdo con el artículo 2483, la Asamblea
Legislativa determinará si procede o no el juz9amiento del

Comisión Judicial de la Asamblea
Legislativa.

Presidente de la República, con vista a 10 actuado por la

JUdicial, una vez admitida la denuncia o acusación, la

De acuerdo con el artículo 2486 del mismo Código

Comisión Judicial la pasará con sus documentos al Procurador

General de la Nación para que informe sobre el mérito de

ello en un término no menor de diez (10) días, con las

recomendaciones 1egales procedentes.
Recibida la opinión

del Procurador General de la Nación, la ComiSión llevará el

Pleno decide que debe proseguirse la causa, dictará auto de

asunto al Pleno para la correspondiente
calificación. Si el

enjuiciamiento, en caso contrario, dictará
sobreseimiento y

oróenará el archivo del expediente. Antes óe la
calificación se designará del seno de la Asamblea un

legislaóor, ~uien actuará corno fiscal en el juicio cuanóo

exista enjuiciamiento.

Si se dicta auto óe enjuiciamiento,
después óe

notificaao dicho auto, se señalará fecha para la audiencia

oral, que no podrá ser antes de cinco (5) aías ni después ÓE

áiez (10) oías; así lo dispone el artícule 2~Gi del Código



Judicial. De acuerdo con el artículo 2488 óel mismo Código,

se seguirá todo el procedimiento del Plenario, establecido

en el Libro 111.

El procedimiento para la vista y decisión de la causa

están establecidos en los artículos 2490 a 2496 del citado

Codigo, que establecen que el día señalado para la

celebracion de la audiencia deberán comparecer al Pleno de

la Asamblea Legislativa el imputado,
su defensor, el

Legislador Fiscal y el acusador particular. La
incomparecencia del acusador particular no impide la

continuación del acto. Abierta la sesión, el Secretario

har' la relación del proceso, leerá los documentos que

quieran oír los legisladores o que pidan las partes.

Terminada esta etapa, tanto el acusador como el defensor

presentarán sus alegatos, pudiendo hablar dos veces cada

uno. Concluidos los alegatos, la Asamblea procederá a

discutir y votar la decisión, la cual no podrá ser otra que

la absolución o condena, con la impoSición, en este último

caso, de la sanción corresponáiente.
La decisión se

notificará a las partes y contra Ista no procede recurso ../

alguno. Para declarar culpable al imputado será necesario

las dos terceras partes de los votos de la ASamblea

Legislativa.

Establecido el marco constitucional y legal en que debe

darse el debido proceso contra un Presidente de la

República, cabe entonces, confrontar estas disposiciones

constitucionales y le9ales con la actuación de la Asamblea

Legislativa, mediante la cual se "convoca al Pleno áe la

Asamblea Legislativa para que sesione con car&cter de



del sumario, sin que existiera apertura de causa criminal y
sin reunirse por sesunda vez en la fecha de la audiencia Cjue
debían señalar, convocó a unas sesiones que ni siquiera en

resolución No.l-D, de 25 de febrero de 1988.

Hemos visto que, para que el Pleno de la Asamblea se

reuna para conocer una acusación contra el Presidente de la

República, es necesario, que previamente se haya presentado

una acusación o denuncia ante su Comisión JUdicial, con

pruebas del hecho, sin lo cual no ~erá admitida la

acusación. Que en caso de que la Comisión Judicial admita

la denuncia, deberá dársele traslado al Procurador General

de la Nación por un término no menor de diez (10) días, y

que, luego de expedida la vista del Procurador, la Comisión

llevará el asunto al Pleno para determinar si se abre causa

criminal o se dicta un auto de enjuiciamiento.
Como se

aprecia, el Pleno se reune primero, después de todo este

proceso previo, para calificar el sumario y, sólo si abre

causa criminal, se reunirá por segunaa vez, el día fijado

para la audiencia oral, que no podrá ser antes de cinco días

ni diez días después de notificado el auto de
enjuiciamiento, para juzgar al Presidente de la República.

La resolución No.l-D, Óé 25 de febrero de 1988, violó

todo este procedimiento, ya que, sin acusación o óenuncia

ante la Comisión JUdicial, sin prueb~ del hecho, sin

traslaoo al Procuraóor, sin reunirse para la calificación

la parte resolutiva denominó sesiones judiciales.

Toco 10 expuesto amerita considerar que efectiva~ente

la mencionada resolución No.l-D, óe 25 de feDrero de 1988,

violó el articulo 32 de la Constitución Nacional y, a su

vez, el artículo 146 de la ~isrnQ, ya que no se reu~íQn los



requisitos para las sesiones judiciales.

A pesar de que lo expuesto es suficiente para comprobar

la inconstitucionalidad de la destitución de quien ejercia

en laese momento Presidencia de la República, es

conveniente seguir examinando las otras resoluciones de la

Asamblea Legislativa y la subsecuente del Consejo de

Gabinete, para demostrar el irreepeto que se tenia por las

normas legales y constitucionales de parte de los servidores

públicos, quienes sustentaban el óesempeño de sus cargos en

el poder real que emanaba óel régimen militar imperante,

incluyendo, entre ellos, a los funcionarios destituidos.

La resolución No.l, de 26 de febrero de 1990, de la Asamblea

Legislativa, que destituyó a los señores ERIC ARTURO

DELVALLE Y RODERICK ESQUIVEL y que instó a los Ministros de

Estado a que proveyeran la designación áel Ministro

Encargado de la Presidencia, según el artículo 184 de la

Consti tución, fue también considerada como violatoria del

artí culo 32 de la Consti tución lwacional.
La ¡¡;encionadg

resolución dice así:

"RESOLUCION No.l
óe 26 de febrero óe 1988
LA ASAl,mLF.¡'~LEGISLATIVA,

CONSIDLRANDO:
Que el óía de ayer veinticinco

óe febrero de mil novecientos ochen-
ta y o=ho, el PresiQ~nte oe la Repú-
blica Sr. E~IC AR¡URO DELVALL~, prc-
c~oió a separa.r óel car90 al Co~an-
óante en Jefe óe las Fuerzas óe De-
fensa, General NAl.UEL AN'l'OlHO NOR1.E.-
GA, a.cto que se llevó a cabo sin OD-
servar ninguna de las formalidades
exigidas por la Constitución y la
Ley Orgánica. óe las Fu~rzas óe De-
fensa;

Que este a.cto ha sido ejecuta-
do en violación directa del a.rticu-
lo li9 de la Constitución POlitica
óe la República, qUE estableCE qUE
el Fre&l¿en~e Ó~ le ~epC~¡ic~ s5lc
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puede nombrar a los jefes y oficia-
les de la Fuerza Pública con arreglo
al escalafón militar;

Que en sus declaraciones, el
Presidente de la República, cuando
públciamente anunció su decisión, ex-
presó que esta medida responde al he-
cho de que en contra del General No-
riega, Comandante en Jefe de las
Fuerzas de Defensa, se ha abierto
un juicio en los Estados Unidos de
Norteamérica, es decir, en virtud áe
acciones tomadas por las autoridades
de un Gobierno extranjero;

Que esta conaucta del Presiáen-
te de la República se produce con el
objeto de permitir la intervención
óel Gobierno de los Estados Unidos
en los asuntos int~rnos de la Repú-
blica de Panamá, lo que lo situQ en
el caso áel ordinal 30. óel artícu-
lo 186 de la Constitución;

Que la conaucta antes descrita
es lesiva a la soberanía nacional,
pone en peligro la paz y la seguri-
dad del país, violando además la
Constitución Política ae la Repúbli-
ca;

Que por otra parte, el Señor
Vicepresidente de la República RODE-
RICK ESQUIVEL, abandonó su cargo a
partir ael 8 de septiembre óe 1987,
en violación de la Constitución y
las leyes, desatenóienóo sus oblisa-
ciones y el cumplimiento de sus de-
beres;

Que tal conducta viola expresa-
mente el ordinal 2do. del artículo
180 de la Constitución.

Que la Asamblea Legislativa cons-
tituye la más alta representación
ciudadana y en consecuencia, en ella
reside la soberanía popular.

RESUELVE:
l. Destituir óe sus cargos de Presi-

dente y Vicepresi¿ente óe la Re-
pública, a los señores ERIC ARTU-
TURO DELVALLE Y RODERICK ESQUIVEL,
por violación de la Constitución
Política óe la República,

2. Instar a los ~inistros óe Estaóo
a fin de ~ue, conforme al articu-
lo lB' óe la Constitución, pro-
vean la designación del Ministro
Encargado óe la Presióenci& de
la República,

3. Instruir Q las Fuerzas de Defen-
sa, a fin de que tomen las provi-
óencias necesarias para garanti-
zar la paz ciuo~~ona y el orden
público y la intesri¿ac ce la Re-
públlcao



':sue 34 legisladores no podrían tomar la decisión óe
condenar, por lo que, al faltar los 45 legisladores
necesarios para expedir una condena, esta cantidaó de

-11-

Dada en la ciudad de Panamá a los
veintiséis días del mes de febrero
de mil novecientos ochenta y ocho
(1988).
COMUNIQUESE y CUMPLASE.

LICDO. ALBERTO ALEMA~ BOYD
Presidente de la
Asamblea Legislativa

LICDO. ERASMO PINILLA C.
Secretario General de la
ASamblea Legislativa".-

Si bien todo lo expresado sobre los vicios de la

resolución No.l-D, de 25 de febrero de 1988, hacen a su vez

inconstitucional la resolución No.l, de 26 de febrero óe

1988, esta resolución tiene, a su vez, otros vicios propios

de inconstitucionalidaó, como son: la inexistencia del

quorum reglamentario, ya que consta a fojas 1 y 2 del

expediente que asistieron 38 legisladores, entre principales

y suplentes, y que faltaron 29 legisladores. El quorum para

una sesión judicial de la Asamblea, necesario para condenar,

es de 45 legisladores de un total de 67, ya gue el artículo

2494 del Código Judicial exige las dos terceras partes de

los votos de la Asamblea Legislativa.
No se trata del

quorum ae mayoría simple, que en este caso sería de 34, ya

legisladores es la que necesariamente se requiere para

iniciar l~s sesiones judiciales.

La resolución que examinamos anora no sólo aóolece del

vicio de la falta de quorum, ya que tampoco señaló fecha de

audiencia, no se le notificó al acusado, no se le permitió

óefenaerse, ni Si~ulera se le había llamado é juicio y no

era posible reunJr 45 votos para concenar, ya ~ue s610

hacian 36 lesisl~óores, en~re princJpaleE y suplentes. Es
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de observar, que la resolución ni si~uiera condena al

acusado, se limita a áestituirlo. El articulo 2493

establece que la decisión no podrá ser otra que absolución o

condena, y, en este último caso, fijar la sanción

correspondiente. Asimismo es evidente que no se juzgaba al

Vicepresidente RODERICK ESQUIVEL, para lo cual la Asamblea

Legislativa no tiene facultad ni competencia, ya que sólo

cuando el Vicepresidente asume el cargo de Presióente, puede

entonces la Asamblea tener competencia para juzgarlo.

Por todo lo expuesto, la resolución No.l, óe 26 de

febrero de 1988, de la Asamblea Legislativa, violó el debido

proceso establecido en el artículo 32 de la Constitución

Nacional.

Como consecuencia de la resolución anterior óe la

Asamblea Legislativa, el recurrente considera que la

resolución No.14, de 26 de febrero de 1988, dictaóa por el

Consejo de Gabinete, violó el artículo 184 de la
Constitución Nacional.

Después óe examinada toda la actuación constitucional

óe la Asamblea Legislativa, a través de las
resoluciones No.l-D, óe 25 de feb~ero de 1988 y No.l, de 26

óe feorero de 1988, no caoe ninguna duda, óe que la

resolucion No.14, de 26 de febrero, del Consejo óe Gabinete,

que designó al señor ~~UEL SOLIS PALMA, ~linistro Bncargado

de la Presidencia, es inconstitucional. Hay que considerar

que, aún cuando las resoluciones impugnaéas hubieren sido

consti tucionales en 10 que respecta al Presic5ent.e, no lo

eran respecto al Vicepresiente de la hepública, por lo que

era a éste al ~ue le hUbierE correspon¿iéo asumir la
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resoluciones impugnaóas son total y absolutamente

inconstitucionales y que no dejan duda de ninguna naturaleza

de que, tanto la actuación de la Asamblea Legislativa como

la del Consejo de Gabinete, fueron de completo
desconocimiento de normas elementales de la Constitución

Politica de la Nación, ~ándose ~n la prác~ica un verdadero

golpe de Estado técnico que impidió el funcionamiento de uno

<,. .

de los Organos del Estado en forma legal.

Por todo lo expuesto, la Corte Suprema, PLENO,

administrando justicia en nombre óe la República y por

autoridad de la Ley, DECLARA QUE SON INCONSTITUCIONALES las

resoluciones No.l-D, de 25 de febrero óe 1988 y No.l, óe 26

óe febrero de 1988, de la Asamblea Legislativa, y la No.14,

de 26 de febrero de 1988, del Consejo de Gabinete.

COPIESE y NOTIFIQUESE.

.

(/
_ ..1

HAG. FABIA1~

~.L' ~,
l~G.DIDIMO R10S VASQULi

HAG.

/~

~
«~

.' .' ...
.'

/ t

CECILl 'A. CAST1LLik0 V.
I
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	de la Constitución, pero sin añadir ninguna explicación 
	sobre la ya expresada violación del artículo 32 de la 
	Constitución Nacional. 
	Expuesto los argumentos que anteceden, entra la Corte a 
	invoca como violado, establece c;¡ue "Nadie será juzgado sino 
	por autoridad competente y conforme a los trámites legales, 
	ni más de una vez por la misma causa penal, polici va o 
	disciplinaria". El artículo 154 de la Constitución Nacional 
	le atribuye a la Asamblea Legislativa la competencia para 
	conocer de las acusaciones o denuncias c;¡ue se presenten 
	contra el Presidente de la República y juzgar10, si a ello 
	hubiese lugar, por actos ejecutados en el ejercicio de sus 
	público o violatorio de la constitución o las Leyes. El 
	funciones en perjuicio del libre funcionamiento óe1 poder 
	articulo 186 de la Constitución establece en qué casos sólo 
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	marco en Que deben desenvolverse las acusaciones y denuncias 
	Examinemos ahora el marco legal, Que se establece para 
	las acusaciones o denuncias ante la Asamblea Legislativa, y 
	la instrucción y sustanciación correspondientes. 
	Los artículos 191 a 193 de la Ley 49, de 4 de diciembre 
	de 1984, que constituye el Reglamento Orgánico del Régimen 
	Interno de la Asamblea Legislativa, expresan que la Cámara 
	podrá reunirse, por derecho propio sin previa convocatoria, 
	para conocer las acusacionés o denuncias a los tuncionarios 
	las sesiones se podrán celebrar en cualquier tiempo, que 
	dichas acusaciones o denuncias se regirán por lo dispuesto 
	en 
	el 
	artículo 
	154 
	disposiciones legales 
	artículos 191 a 193, 
	repetir 10 establecido en los artículos constitucionales. 
	sobre la materia, remitiendo el articulo 193 de la Ley 49 de 
	1984 
	él las demás disposiciones legales vigentes. La 
	regulacion vigente sobre este tenlC est& ser.alaoc en los 
	értículos 2482 al 2~~5 ¿el Có=igo Ju¿iciél. 
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	El artículo 2482 dispone ~ue toco ciudadano puede 
	del hecho, sin lo cual no será admitida la denuncia. 
	De 
	acuerdo 
	con 
	el 
	artículo 
	2483, 
	la Asamblea 
	Legislativa determinará si procede o no el juz9amiento del 
	Comisión Judicial de la Asamblea Legislativa. 
	Presidente de la República, con vista a 10 actuado por la 
	JUdicial, una vez admitida la denuncia o acusación, la 
	De acuerdo con el artículo 2486 del mismo Código 
	Comisión Judicial la pasará con sus documentos al Procurador 
	General de la Nación para que informe sobre el mérito de 
	ello en un término no menor de diez (10) días, con las 
	recomendaciones 1 egales procedentes. 
	Recibida la opinión 
	del Procurador General de la Nación, la ComiSión llevará el 
	Pleno decide que debe proseguirse la causa, dictará auto de 
	asunto al Pleno para la correspondiente calificación. Si el 
	enjuiciamiento, en caso contrario, dictará sobreseimiento y 
	oróenará 
	el 
	archivo 
	del 
	expediente. 
	Antes 
	óe 
	la 
	calificación se designará del seno de la Asamblea un 
	legislaóor, ~uien actuará corno fiscal en el juicio cuanóo 
	exista enjuiciamiento. 
	Si se dicta 
	auto óe enjuiciamiento, 
	después óe 
	notificaao dicho auto, se señalará fecha para la audiencia 
	oral, que no podrá ser antes de cinco (5) aías ni después ÓE 
	áiez (10) oías; así lo dispone el artícule 2~Gi del Código 
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	en el Libro 111. 
	El procedimiento para la vista y decisión de la causa 
	están establecidos en los artículos 2490 a 2496 del citado 
	Codigo, 
	que establecen que el día señalado para la 
	celebracion de la audiencia deberán comparecer al Pleno de 
	la Asamblea Legislativa el imputado, 
	su defensor, el 
	Legislador 
	Fiscal 
	el 
	acusador 
	particular. 
	La 
	incomparecencia del acusador particular no impide la 
	continuación del acto. 
	Abierta la sesión, el Secretario 
	har' la relación del proceso, leerá los documentos que 
	quieran oír los legisladores o que pidan las partes. 
	Terminada esta etapa, tanto el acusador como el defensor 
	presentarán sus alegatos, pudiendo hablar dos veces cada 
	uno. 
	Concluidos los alegatos, la Asamblea procederá a 
	discutir y votar la decisión, la cual no podrá ser otra que 
	la absolución o condena, con la impoSición, en este último 
	caso, de la sanción corresponáiente. 
	La decisión se 
	notif icará a las partes y contra Ista no procede recurso ../ 
	alguno. 
	Para declarar culpable al imputado será necesario 
	las dos terceras partes de los votos de la ASamblea 
	Legislativa. 
	Establecido el marco constitucional y legal en que debe 
	darse el 
	debido proceso contra un Presidente de la 
	República, cabe entonces, confrontar estas disposiciones 
	constitucionales y le9ales con la actuación de la Asamblea 
	Legislativa, mediante la cual se "convoca al Pleno áe la 
	Asamblea Legislativa para que sesione con car&cter de 
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	resolución No.l-D, de 25 de febrero de 1988. 
	Hemos visto que, para que el Pleno de la Asamblea se 
	reuna para conocer una acusación contra el Presidente de la 
	República, es necesario, que previamente se haya presentado 
	una acusación o denuncia ante su Comisión JUdicial, con 
	pruebas del hecho, sin lo cual no ~erá admitida la 
	acusación. Que en caso de que la Comisión Judicial admita 
	la denuncia, deberá dársele traslado al Procurador General 
	de la Nación por un término no menor de diez (10) días, y 
	que, luego de expedida la vista del Procurador, la Comisión 
	llevará el asunto al Pleno para determinar si se abre causa 
	criminal o se dicta un auto de enjuiciamiento. 
	Como se 
	aprecia, el Pleno se reune primero, después de todo este 
	proceso previo, para calificar el sumario y, sólo si abre 
	causa criminal, se reunirá por segunaa vez, el día fijado 
	para la audiencia oral, que no podrá ser antes de cinco días 
	ni 
	diez 
	días 
	después 
	de 
	notificado 
	el 
	auto 
	de 
	enjuiciamiento, para juzgar al Presidente de la República. 
	La resolución No.l-D, Óé 25 de febrero de 1988, violó 
	todo este procedimiento, ya que, sin acusación o óenuncia 
	ante la Comisión JUdicial, sin prueb~ del hecho, sin 
	traslaoo al Procuraóor, sin reunirse para la calif icación 
	la mencionada resolución No.l-D, óe 25 de feDrero de 1988, 
	violó el articulo 32 de la Consti tución Nacional y, a su 
	vez, el artículo 146 de la ~isrnQ, ya que no se reu~íQn los 

	Tables
	Table 1


	page 9
	Images
	Image 1
	Image 2
	Image 3

	Titles
	en 
	la 
	ese momento 
	Presidencia 
	de la República, es 
	conveniente seguir examinando las otras resoluciones de la 
	Asamblea Legislativa y la subsecuente del Consejo de 
	públicos, quienes sustentaban el óesempeño de sus cargos en 
	La resolución No.l, de 26 de febrero de 1990, de la Asamblea 
	Estado a que proveyeran la designación áel Ministro 
	Encargado de la Presidencia, según el artículo 184 de la 
	Consti tución, fue también considerada como violatoria del 
	artí culo 32 de la Consti tución lwacional. 
	La ¡¡;encionadg 
	resolución dice así: 
	"RESOLUCION No.l 
	CONSIDLRANDO: 
	fensa; 
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	ca; 
	beres; 
	RESUELVE: 
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	inconstitucional la resolución No.l, de 26 de febrero óe 
	1988, esta resolución tiene, a su vez, otros vicios propios 
	de inconstitucionalidaó, como son: la inexistencia del 
	quorum reglamentario, ya que consta a fojas 1 y 2 del 
	expediente que asistieron 38 legisladores, entre principales 
	y suplentes, y que faltaron 29 legisladores. El quorum para 
	una sesión judicial de la Asamblea, necesario para condenar, 
	es de 45 legisladores de un total de 67, ya gue el artículo 
	2494 del Código Judicial exige las dos terceras partes de 
	los votos de la Asamblea Legislativa. 
	No se trata del 
	quorum ae mayoría simple, que en este caso sería de 34, ya 
	legisladores es la que necesariamente se requiere para 
	iniciar l~s sesiones judiciales. 
	La resolución que examinamos anora no sólo aóolece del 
	vicio de la falta de quorum, ya que tampoco señaló fecha de 
	audiencia, no se le notificó al acusado, no se le permitió 
	óefenaerse, ni Si~ulera se le había llamado é juicio y no 
	era posible reunJr 45 votos para concenar, ya ~ue s610 
	hacian 36 lesisl~óores, en~re princJpaleE y suplentes. Es 
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	de observar, que la resolución ni si~uiera condena al 
	acusado, se limita a áestituirlo. 
	El articulo 2493 
	establece que la decisión no podrá ser otra que absolución o 
	condena, 
	y, 
	en este último caso, 
	fijar la sanción 
	correspondiente. 
	Asimismo es evidente que no se juzgaba al 
	Vicepresidente RODERICK ESQUIVEL, para lo cual la Asamblea 
	Legislati va no tiene facultad ni competencia, ya que sólo 
	cuando el Vicepresidente asume el cargo de Presióente, puede 
	entonces la Asamblea tener competencia para juzgarlo. 
	Por todo lo expuesto, la resolución No.l, óe 26 de 
	febrero de 1988, de la Asamblea Legislativa, violó el debido 
	proceso establecido en el artículo 32 de la Constitución 
	Nacional. 
	Como consecuencia de la resolución anterior óe la 
	Asamblea Legislativa, 
	el recurrente 
	considera que la 
	resolución No.14, de 26 de febrero de 1988, dictaóa por el 
	Consejo 
	de 
	Gabinete, 
	violó 
	el 
	artículo 
	184 
	de 
	la 
	Constitución Nacional. 
	Después óe examinada toda la actuación consti tucional 
	óe 
	la 
	Asamblea 
	Legislativa, 
	través 
	de 
	las 
	resoluciones No.l-D, óe 25 de feb~ero de 1988 y No.l, de 26 
	óe feorero de 1988, no caoe ninguna duda, óe que la 
	resolucion No.14, de 26 de febrero, del Consejo óe Gabinete, 
	que designó al señor ~~UEL SOLIS PALMA, ~linistro Bncargado 
	de la Presidencia, es inconstitucional. Hay que considerar 
	que, aún cuando las resoluciones impugnaéas hubieren sido 
	consti tucionales en 10 que respecta al Presic5ent.e, no lo 
	eran respecto al Vicepresiente de la hepública, por lo que 
	era a éste al ~ue le hUbierE correspon¿iéo asumir la 
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	resoluciones 
	impugnaóas 
	son 
	total 
	absolutamente 
	la 
	del 
	Consejo 
	de 
	Gabinete, 
	fueron 
	de 
	completo 
	desconocimiento de normas elementales de la Constitución 
	<,. . 
	de los Organos del Estado en forma legal. 
	Por todo lo expuesto, 
	la Corte Suprema, PLENO, 
	administrando justicia en nombre óe la República y por 
	autoridad de la Ley, DECLARA QUE SON INCONSTITUCIONALES las 
	de 26 de febrero de 1988, del Consejo de Gabinete. 
	COPIESE y NOTIFIQUESE. 
	(/ 
	HAG. 
	/~ 
	«~ 
	CECILl 'A. CAST1LLik0 V. 



